
Quito, 10 de octubre de 2019 

 

Señor Doctor 

Luis Pedernera 

PRESIDENTE 

COMITÉ DE LOS DERECHOS DEL NIÑO 

Ginebra 

 

De mi consideración: 

 

Como le he venido comentando en estos días en el Ecuador se han suscitado una serie de hechos que 

han puesto en riesgo la situación de las niñas, niños y adolescentes del país debido a la utilización 

desproporcionada de la fuerza pública. Se han producido hasta el momento, 4 personas fallecidas y 

más de 900 detenidos. Este comportamiento estatal amerita que ustedes, como el máximo organismo 

de defensa de los derechos de la niñez y adolescencia en el mundo realicen un pronunciamiento sobre 

las violaciones de sus derechos que se están cometiendo como consecuencia de la aplicación del 

Decreto de Estado Excepción en el Ecuador, puesto en vigencia como reacción a la justa protesta social  

ante las medidas económicas  adoptadas por el Gobierno del Ecuador. Esta protesta ha sido liderada 

por los pueblos y nacionalidades indígenas y ha sido apoyada por múltiples sectores sociales. Los hechos 

a los cuales hacemos mención: 

1. EL gobierno del Ecuador presentó un paquete de medidas económicas que afectan los 

derechos económicos, sociales y culturales de los habitantes, además de constituir una 

regresión en derechos constitucionales. 

 

2. La población reacciono ante estas medidas, en especial los pueblos y nacionalidades del 

Ecuador. El gobierno decreto el Estado de Excepción suspendiendo los derechos a la libre 

asociación y reunión, libertad de tránsito y disponiendo requisiciones y establecimiento de 

zonas de seguridad dentro del territorio nacional. Este Decreto ha servido de base para 

disponer la movilización de las fuerzas armadas y la policía nacional y reprimir a la población.  

Si bien esta declaratoria de “Estado de Excepción” ha sido declarada como constitucional por 

la Corte Constitucional del Ecuador, la Defensoría del Pueblo ha pedido su derogatoria pues la 

represión ha alcanzado niveles de gravedad muy grandes por parte de la fuerza pública. El uso 

excesivo de la fuerza ha ocasionado una serie de graves violaciones de los derechos humanos. 

Así mismo, el gobierno ha procedido a decretar un toque de queda1 sectorizado disponiendo 

su aplicación por parte del Comando Conjunto de las Fuerzas Armadas. El Comando  Conjunto  

de  las  Fuerzas Armadas el Ecuador emitió un pronunciamiento  No. 2019-09-1 0-CCFFAA-

DIR, en el que se expresa en su parte pertinente "Las Fuerzas armadas  actuarán en 

estricto cumplimiento de las normas y procedimientos legales correspondientes,  por lo 

que se deslindan todo tipo de responsabilidad en el cumplimiento  de su deber,  y las 

 
1 Que da libertad a las Fuerzas armadas para que determine otros lugares a nivel del país y ampliar esta restricción. 



consecuencias que se originen serán responsabilidad exclusiva de los actores que han 

generado esta convulsión social (...)" 

 

3. Debido a la violencia utilizada por los agentes gubernamentales en la represión, se encuentran 

en situación de riesgo niños, niñas y adolescentes que acompañan a sus familias o que son 

transeúntes en las movilizaciones que se están realizando a nivel nacional.  Esta represión en 

lugares en los cuales están los niños, sin establecer ningún mecanismo de prevención y 

protección, se contrapone a todas las directrices internacionales que demandan a la fuerza 

pública tomar las medidas necesarias para evitar la vulneración de sus derechos. Este 

comportamiento de la fuerza pública viola los preceptos consagrados en la Constitución de la 

República del Ecuador, la Convención de los Derechos del Niño y el Código Orgánico de la Niñez 

y Adolescencia del Ecuador.   

 

4. Tres universidades de Quito: Pontificia Universidad Católica del Ecuador, Universidad Salesiana 

y Universidad Central del Ecuador, establecieron mecanismos de protección para los 

manifestantes y se desarrolló mecanismos especiales para el cuidado de los niños. De igual 

manera, se hizo en la Casa de la Cultura Ecuatoriana, sitio en el cual de encuentran los 

manifestantes indígenas.  La Pontificia Universidad Católica del Ecuador y Universidad Salesiana 

están muy próximas entre si y muy cerca de la Casa de la Cultura Ecuatoriana.   

 

 

5. El martes 8 de octubre y miércoles 9 de octubre de 2019, la Policía Nacional, desconociendo 

sus obligaciones constitucionales, lanzó innumerables disparos de gases lacrimógenos cerca de 

la Maternidad Isidro Ayora, Hospital Eugenio Espejo, Casa de la Cultura Ecuatoriana, 

Universidad Católica y Universidad Salesiana, irrespetando totalmente una zona hospitalaria y 

espacios en los cuales estaban alojados muchos niños y niñas, poniendo en riesgo la vida y la 

integridad de neonatos, niños, niñas y adolescentes en tratamientos pediátricos y pacientes de 

consulta externa. Medida que contraría a la resolución de la Junta Metropolitana de Protección 

de Derechos de la Niñez y Adolescencia que prohíbe a las autoridades ministeriales de Gobierno 

y Defensa: “el uso de: gas pimienta, bombas lacrimógenas, armas disuasivas o cualquier otro 

artefacto que pueda causar daño físico en presencia de niños, niñas o adolescentes que 

participen, acompañen a sus familias o se encuentren como transeúntes en las movilizaciones 

sociales que se lleven a cabo en la ciudad de Quito”. (Resolución. Expediente 0617-2019, de 7-

10-19).  

 

Además, la violencia de la represión provocó la carrera desordenada de padres, madres y sus 

hijos e hijas, cuando se acercaban a estas instalaciones por lo que se produjo la pérdida de 

niñas, niños y adolescentes que, en medio de la confusión, demoraron horas en reencontrarse 

con sus progenitores. Niños desaparecidos: Parroquia Zumbahua: Johana Estefanía Gualotuña 

Chaluisa (16 años); Anabel Panela Gualotuña Chaluisa (13 años); Joir Fabián Gualotuña 

Chaluisa; son sus padres María teresa Chaluisa y Néstor Fabián Gualotuña Tipanluisa. Parroquia 

Pujilí: María Manuela Chiparte Chiguano (16) y María Martina Chiparte Chiguano (13); su 

madres Melba Tipán 

 

6. Durante todo este proceso han sido detenidos algunos adolescentes los cuales han pasado 

largas horas detenidos sin que se haya dado aviso a sus progenitores, ni se los haya informado 

de sus derechos. En la mayoría de los casos se detectaron evidencias de violencia. En el caso 

de Quito, según informe de la Defensoría del Pueblo a la Corte Constitucional, fueron detenidos 



“Cuatro adolescentes, tres de género masculino de 16 y 17 años y, una mujer de 16 años 

que tenía rota la cabeza quienes fueron detenidos junto a personas adultas”.   

 

7. La situación se mantiene hasta el momento y tememos por la vida, salud e integridad de las 

niñas, niños y adolescentes que participan en las movilizaciones. 2 Si bien la Ministra de 

Gobierno, pidió disculpas públicas y ofreció que no volverá a pasar, es evidente que la fuerza 

pública no tiene establecidos claros protocolos para sus acciones represivas en espacios en los 

cuales se encuentran niños.  

Con estos antecedentes, solicitamos a ustedes, que en el marco de los derechos consagrados en la 

Convención de los Derechos del Niño y la Constitución del Ecuador, se exhorte al Estado Ecuatoriano 

para que cumpla de manera absoluta con la protección de las niñas, niños y adolescentes, se impida 

cualquier acción policial o militar que pueda poner en riesgo su vida e integridad y se sancione de 

manera enérgica a los responsables de estas violaciones. De igual manera y de serles posible, 

solicitamos al Comité que exhorte al Estado ecuatoriano a derogar el decreto ejecutivo del Estado de 

Excepción que ha provocado el incremento de la violencia y se impulsen mecanismos democráticos 

para solucionar las controversias.    

 

Atentamente, 

      

Sara Oviedo        Manuel Martínez 

COORDINADORA NACIONAL     COORDINADOR NACIONAL 

COALICIÓN CONTRA EL ABUSO SEXUAL    PACTO POR LA NIÑEZ  

            

 

 

 

 

 
2 La lógica y cosmovisión en el mundo indígena, además de la carencia de lugares donde dejar a los niños hacen que los niños participen 

de todas las actividades de sus familias y comunidades.  


